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Title: The proposed directive to prevent and combat facilitation of illegal entry, movement, and residence in the 
Union. A guaranteed and effective solution?

Sumario: I. Introducción. II. El negocio del tráfico de migrantes. III. Qué tenemos y de dónde venimos: legislación penal 
vigente contra el tráfico de migrantes. 1. Antecedentes normativos. 2. El tráfico como negocio en el Protocolo de Paler-
mo. 3. La penalización de la facilitación de la migración irregular en la esfera europea. 4. Evaluación y seguimiento del 
Paquete de Ayuda. IV. La nueva propuesta de Directiva. ¿una solución garantista y efectiva? 1. Ánimo de la propuesta: 
muchas palabras para poca concreción. 2. Los mil y un defectos de la propuesta europea. 2.1. Base jurídica escogida. 
2.2. El beneficio financiero o material como requisito alternativo. 2.3. Creación de un delito de incitación pública. 2.4. 
Ausencia de exención de la responsabilidad penal por motivos humanitarios. 2.5. Atenuante circunscrita exclusivamente 
a la colaboración policial y judicial y penas desmesuradas. V. Algunas conclusiones y propuestas. VI. Bibliografía.
Summary: I. Introduction. II. The business of migrant smuggling. III. What we have and where we came from: current 
criminal legislation against migrant smuggling. 1. Regulatory background. 2. Trafficking as a business in the Palermo 
Protocol. 3. Criminalizing the facilitation of irregular migration at the European level. 4. Evaluation and monitoring of 
the Aid Package. IV. The new proposal for a Directive: a guaranteed and effective solution? 1. Purpose of the proposal: 
many words, little specifics. 2. The thousand and one flaws in the European proposal. 2.1. Chosen legal basis. 2.2. 
Financial or material benefit as an alternative requirement. 2.3. Creation of a crime of public incitement. 2.4. Lack of 
exemption from criminal liability on humanitarian grounds. 2.5. Mitigating circumstance limited exclusively to police 
and judicial cooperation and disproportionate sentences. V. Some conclusions and proposals. VI. Bibliography.

Resumen: La migración hacia Europa ha crecido en los últimos años, dando lugar a una respuesta securitaria que crimi-
naliza la facilitación del tránsito irregular y contribuye al negocio de traficantes que proporcionan la entrada irregular a 
cambio de una tarifa. Este artículo examina la respuesta penal europea, su impacto en los derechos humanos y la relación 
entre migrantes y traficantes. Además, analiza críticamente la propuesta de reforma de la Directiva de Facilitación, evi-
denciando sus riesgos y limitaciones. A través de un enfoque jurídico y criminológico, se cuestiona el papel del derecho 
penal en la gestión migratoria y sus implicaciones en el contexto europeo actual.
Palabras clave: migración irregular, tráfico de migrantes, facilitación de la migración, Directiva de la UE, securitiza-
ción.

Abstract: Recent years have seen an increase in migration to Europe, which has resulted in a security response that 
criminalises the facilitation of irregular transit. This has had the effect of contributing to the business of smugglers who 
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I. INTRODUCCIÓN

En los últimos años, la migración internacional con 
destino a Europa ha experimentado un notable incre-
mento, especialmente en su frontera sur. La respuesta 
de la Unión Europea (UE) a este fenómeno ha estado 
marcada por un enfoque securitario, caracterizado por 
la construcción de muros, la militarización del control 
migratorio, los rechazos en frontera y la externaliza-
ción de la gestión migratoria a países del norte de Áfri-
ca. No obstante, estas medidas no han logrado disuadir 
la migración, sino que han forzado a las personas en 
movimiento a recurrir a rutas alternativas de entrada. 
En el marco del estudio de las migraciones mixtas, se 
observa cómo tanto refugiados como migrantes econó-
micos se ven obligados a emplear vías clandestinas o 
irregulares para acceder al territorio europeo, lo que en 
muchos casos implica la contratación de servicios de 
traficantes.

Siguiendo esta lógica securitaria, y bajo una narra-
tiva que demoniza el tráfico de migrantes e infantiliza 
a quienes migran, la UE ha impulsado legislaciones 
penales restrictivas que no solo penalizan las prácticas 
que vulneran los derechos de las personas en movi-
miento, sino que también han convertido el Derecho 
penal en una herramienta de política migratoria orien-
tada a la reducción de las llegadas irregulares. Como 
consecuencia, algunos Estados miembros han aplicado 
normativas que criminalizan las acciones de salvamen-
to humanitario o han desarrollado marcos jurídicos 
que, al menos simbólicamente, generan un efecto di-
suasorio sobre los rescates en el mar, a pesar de tratarse 
de un deber internacional consagrado en diversas con-

venciones internacionales, lo que engrosa las exorbita-
das cifras de fallecidos.

Ante la creciente presión social y judicial, en 2023 
la UE presentó una propuesta de directiva con el teóri-
co propósito de combatir el tráfico de migrantes como 
forma de delincuencia organizada transnacional y, al 
mismo tiempo, proteger los derechos de las personas 
migrantes. Sin embargo, cabe preguntarse si dicha 
propuesta garantiza efectivamente la tutela de la dig-
nidad de los migrantes víctimas de tráfico o si, por el 
contrario, refuerza la criminalización de la migración 
mediante el uso del Derecho penal como instrumento 
de control.

El presente artículo tiene como objetivo realizar un 
análisis crítico de la propuesta de Directiva, evaluando 
su impacto en la protección de los derechos de las per-
sonas migrantes y en la lucha contra el tráfico de seres 
humanos. Para ello, se partirá de un análisis criminoló-
gico del tráfico de migrantes, seguido de un estudio de 
la evolución normativa en los ámbitos internacional y 
europeo, para entrar, posteriormente, en el estudio de 
la propuesta de Directiva para prevenir y combatir la 
ayuda a la entrada, a la circulación y a la estancia irre-
gulares en la Unión. Finalmente, se presentarán conclu-
siones y propuestas que permitan valorar el alcance y 
las implicaciones de la nueva regulación.

II. EL NEGOCIO DEL TRÁFICO DEL TRÁFICO 
DE MIGRANTES

Todos los esfuerzos por parte de los entes estatales y 
supranacionales se han enfocado en la lucha contra las 
redes de tráfico de migrantes, acusadas tanto de ser las 
causantes de la totalidad de las entradas irregulares en 

provide irregular entry in exchange for a fee. This article will examine the European criminal justice response, its impact 
on human rights and the relationship between migrants and smugglers. The article furthermore conducts a critical analy-
sis of the proposed reform of the Facilitation Directive, highlighting its risks and limitations. Utilising a dual approach 
of legal and criminological analysis, this study interrogates the role of criminal law in the management of migration, and 
its ramifications within the contemporary European context.
Key words: irregular migration, smuggling of migrants, migration facilitation, EU Directive, securitisation.

Observaciones: La presente investigación ha sido desarrollada en el marco del Proyecto de investigación “Diagnóstico 
y evaluación del cumplimiento por el estado español del Pacto Mundial de Migraciones desde la perspectiva de géne-
ro (Migration Pact)”, financiado por el Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades para los años 2020-2023 
(Ref.: PID2019-106159RB-100/AEI/10.13039/501100011033), así como de la subvención concedida por la Consejería 
de Educación de la Junta de Castilla y León al amparo de la Orden de 21 de diciembre de 2020, de la Consejería de 
Educación, por la que se convocan ayudas destinadas a financiar la contratación predoctoral de personal investigador, 
cofinanciadas por el Fondo Social Europeo.
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los países del norte global como de perpetrar muertes 
y abusos a los migrantes, presentados como seres des-
validos necesitados de protección, calificados exclusi-
vamente como víctimas cuando no de carga humana 
(Ben-Arieh y Heins, 2021). Así, en el contexto medi-
terráneo, resultan doblemente victimizados, como pre-
sas de los traficantes y como náufragos (Moreno-Lax, 
2018).

Según Sánchez (2021), la imagen del tráfico de mi-
grantes ofrecida por organismos internacionales y es-
tatales está distorsionada para politizar la represión y 
combatir la migración irregular, siendo esta descrip-
ción parte de un proceso de enmarcar la realidad del 
tráfico (Içduygu y Toktas, 2002; Watson, 2015; Zhang 
et al., 2018). Además, se ha instaurado una narrativa en 
la que se atribuye a los traficantes la práctica de casi la 
totalidad de los viajes irregulares, como indican Euro-
pol e Interpol (2016), señalando que “más del 90% de 
los inmigrantes que llegan a la UE lo hacen empleando 
los servicios de traficantes” (p. 6).

Por otro lado, los traficantes son presentados como 
“hombres de color inherentemente violentos, codicio-
sos y explotadores” (Sánchez, 2021, p. 409), dispues-
tos incluso a arrojar seres humanos al mar o sabotear 
sus propios barcos (Achilli, 2018), y cuyas enormes 
ganancias financian otras formas de crimen organizado 
(Comisión Europea, 2015; Europol e Interpol, 2016; 
Global Initiative against Transnational Organized Cri-
me, 2015; Siegel, 2019). Se les retrata como “depre-
dadores humanos” que explotan a migrantes ingenuos 
y desesperanzados, mientras que las víctimas, muchas 
veces captadas mediante campañas de desinforma-
ción (Comisión Europea, 2021, p. 5), son presentadas 
como personas desvalidas, en especial mujeres que se 
convierten en “jóvenes esclavas sexuales” (Sánchez, 
2021). Además, numerosos episodios de violencia e in-
timidación contra los más vulnerables, incluidos niños 
y personas LGTBIQ+, han sido documentados por di-
versas fuentes (Organización Internacional para las Mi-
graciones [OIM], 2019), concluyendo la UNODC que 
“el tráfico de migrantes es un delito mortal” dado que 
cada año miles de migrantes mueren en rutas marcadas 
por asesinatos, torturas, violencia sexual, explotación y 
secuestro (UNODC, 2018, p. 32).

Sin embargo, la imagen que reflejan los estudios crí-
ticos desarrollados en los últimos años, en los que se 
han tenido en cuenta las diferentes realidades y posicio-
nes del proceso de tráfico, difiere sobremanera. A pesar 
de que el negocio mueve una gran cantidad de dinero 
en el plano macroeconómico, los estudios reflejan que, 
en el microeconómico, el tráfico de migrantes se adapta 
a la realidad financiera de sus clientes, con tarifas que 
dependen de lo que los migrantes pueden pagar, lo que 
a menudo se traduce en ingresos limitados para los tra-
ficantes (Sánchez, 2016a; Dandurand, 2020). Lejos de 

la imagen de víctimas engañadas por redes criminales, 
los migrantes realizan investigaciones exhaustivas so-
bre la fiabilidad de los traficantes, comparando precios 
y consultando referencias de familiares y conocidos 
(Dandurand, 2020; Içduygu, 2021).

La mayoría de los estudios coinciden en el bajo nivel 
de complejidad del negocio del tráfico (Achilli, 2018; 
Baird, 2016; Campana, 2018; Demir et al., 2017; Iç-
duygu y Akcapar, 2016; Paus, 2021; Sánchez, 2021; 
Triandafyllidou y Maroukis, 2012), dominado por pe-
queños grupos independientes que operan en segmen-
tos específicos del viaje y residen en zonas estratégicas 
de las rutas migratorias, donde ofrecen sus servicios 
sin necesidad de una coordinación externa compleja 
(Achilli, 2018; Campana, 2018; Sánchez, 2021). En 
muchos casos, los traficantes han sido migrantes vara-
dos que recurren a esta actividad como negocio o como 
forma de ayudar a su comunidad, estableciendo lazos 
con personas de su mismo origen étnico o lingüístico 
(Achilli, 2018; Dandurand, 2020).

Precisamente, la relación entre migrantes y trafican-
tes se basa en la confianza y la reciprocidad, con una 
baja estigmatización social del tráfico, que es percibi-
do como una “práctica colectiva socialmente arraiga-
da” (Içduygu, 2021, p. 11; Mengiste, 2018). Por ello, 
los migrantes no se ven como víctimas pasivas, sino 
como personas que toman decisiones estratégicas so-
bre su proceso migratorio (Maher, 2018). Diferentes 
estudios han documentado que en diversas comunida-
des los traficantes son considerados como “filántropos” 
(Zhang, 2000), “amigos” (Maher, 2018), “salvadores” 
(Içduygu, 2021) o incluso protectores frente a diversos 
peligros, como los secuestradores en el Sinaí (Belloni, 
2019; Ambrosini y Hajer, 2023). En definitiva, la nego-
ciación con los traficantes trasciende el ámbito econó-
mico y se enmarca en interacciones de seguridad, de-
pendencia y socialización en contextos de solidaridad 
y moralidad local (Achilli, 2018; Içduygu, 2021). Así, 
coincidiendo con Achilli (2018), puede afirmarse que 
el proceso del tráfico de migrantes se constituye en una 
comunidad moral contra una Europa inmoral.

III. QUÉ TENEMOS Y DE DÓNDE VENIMOS: LE-
GISLACIÓN PENAL VIGENTE CONTRA EL TRÁ-
FICO DE MIGRANTES

1. Antecedentes normativos

El esfuerzo de Naciones Unidas por tratar de dar res-
puesta al fenómeno del tráfico de migrantes comienza 
en la segunda mitad de los años noventa como respues-
ta a las preocupaciones crecientes de los gobiernos y de 
los organismos internacionales (López-Sala, 2014). Sin 
embargo, la regulación primigenia tiene sus raíces en la 
Convención sobre la Esclavitud (1926) y su protocolo 
complementario de 1956, que abordaban el fenómeno 
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desde la perspectiva de la explotación laboral (Pérez 
Alonso, 2008), lo que guiaría la prohibición de la escla-
vitud y la servidumbre en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 19481. Un hito significativo 
fue el Convenio 143 de la OIT sobre las Migraciones 
en Condiciones Abusivas y la Promoción de la Igual-
dad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores 
Migrantes (1975)2, que, por primera vez, urgió a los 
Estados a castigar penalmente a las redes organizadas 
que facilitaban migraciones clandestinas3 (Escribano 
Úbeda-Portugués, 2011).

Sin embargo, la conceptualización del tráfico como 
fenómeno distinto de la trata de personas solo emergió 
claramente con los Trabajos de Viena de 1988, momen-
to en que comienzan a entenderse como dos realidades 
diferentes (Pérez Cepeda, 2004), consolidándose pos-
teriormente en la Resolución 48/102 sobre Prevención 
del Tráfico de Indocumentados de la Asamblea General 
(1993), que instó por primera vez a tipificar penalmente 
estas conductas4 y a proporcionar un trato humanitario 
a las personas desplazadas con plena protección de sus 
derechos (Pérez Alonso, 2007). Esta resolución goza de 
especial importancia, ya que Naciones Unidas vincula 
las medidas contra el tráfico de migrantes al deber de 
protección de los derechos humanos, reconoce los pe-
ligros del tráfico para la vida de los migrantes, la nece-
sidad de rescate y de promover la seguridad de la vida 
humana en el mar por parte de los Estados, quienes de-
ben ofrecer asistencia médica, alimenticia, alojamiento 
y transporte a los migrantes, e identifica los factores 
socioeconómicos como los causantes de los flujos mi-
gratorios que nutren los servicios de los traficantes.

1	 Otros	textos	normativos	de	suma	importancia	englobaron	cualquier	mención	al	tráfico	de	migrantes	en	la	represión	de	la	es-
clavitud, pasando, posteriormente, a ligarse al combate de la explotación laboral, la explotación sexual y la trata de seres humanos. Entre 
ellos destacan el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de 
la	Explotación	de	la	Prostitución	Ajena,	que	contó	con	muy	poca	incidencia	práctica	dada	su	escasa	ratificación	y	la	gran	divergencia	en	las	
diferentes	formas	de	abordar	la	prostitución	por	los	Estados	firmantes	(Pérez	Cepeda,	2004),	y,	en	el	ámbito	europeo,	el	Convenio	Europeo	
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 y la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
UE del año 2000 (Pérez Alonso, 2008).

2 Su artículo 3 exhorta a los Estados a adoptar medidas dentro de su jurisdicción, así como en colaboración con otros países, 
para	“suprimir	las	migraciones	clandestinas	con	fines	de	empleo	y	el	empleo	ilegal	de	migrantes”,	además	de	luchar	“contra	los	organiza-
dores	de	movimientos	ilegales	o	clandestinos	de	migrantes	con	fines	de	empleo,	que	procedan	de	su	territorio,	se	dirijan	a	él	o	transiten	por	
el	mismo”.	Unas	medidas	que,	como	se	expresa	en	el	artículo	5,	tienen	“por	objeto	que	los	traficantes	de	mano	de	obra	puedan	ser	objeto	
de una acción en justicia sea cual fuere el país que sirve de base a sus operaciones”.

3 Una lucha contra las migraciones clandestinas igualmente mencionada en el Convención Internacional sobre la Protección de 
los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (1990).

4 Hasta entonces, no solamente no era castigado como delito importante, sino que tenía una connotación positiva derivada del 
“heroico”	tráfico	de	judíos	para	escapar	de	la	represión	nazi	durante	el	Tercer	Reich	(Angeli	y	Triandafyllidou,	2016;	Ben-Arieh	y	Heins,	
2021), además de los supuestos de personas que, durante la Guerra Fría, escaparon de los regímenes autoritarios, comunistas y fascistas, 
con	la	ayuda	de	traficantes	(Landry,	2016;	Watson,	2015),	quienes	eran	vistos	como	importantes	“actores	humanitarios”	(Castles,	2006;	
Icduygu, 2021).

2. El tráfico como negocio en el Protocolo de Palermo

Según propone Spena (2019), la necesidad de luchar 
contra el tráfico de migrantes encuentra su origen en 
dos principales razones: en primer lugar, surge como 
respuesta de los Estados para combatir la migración 
irregular y, en segundo término, como herramienta de 
protección a los riesgos que puedan correr los migran-
tes. De esta manera, por un lado, los Estados podrán 
aplicar un enfoque centrado en la protección del Estado 
(visión estatocéntrica), concibiendo el tráfico como un 
medio que facilita la migración irregular ante el que 
luchar debido a su soberanía de decidir quién entra en 
su territorio. En este supuesto, se concibe al trafican-
te como un actor secundario del proceso migratorio, 
como cómplice o facilitador de la acción principal de 
las personas migrantes. Por tanto, el dolo del traficante 
se comprende como secundario, una acción que no es 
sino derivada del supuesto dolo primario de la migra-
ción irregular. Por otro lado, la visión opuesta supo-
ne entender al tráfico de migrantes como un mal en sí 
mismo, pues es su acción la que pone en peligro los 
derechos de las personas traficadas (derecho a la vida, 
a la integridad física, a no ser torturado o sometido a 
tratos inhumanos y degradantes o dignidad, entre otros) 
que, en estos supuestos, generalmente se encuentran en 
una situación de gran vulnerabilidad (visión victimo-
céntrica).

Sentado lo anterior, conscientes de los peligros que 
entraña el crimen organizado trasnacional, en el año 
2000, se aprobó en Palermo la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (UNODC, 2003). Dada la importancia y 
magnitud del tráfico de migrantes, se adoptó un instru-
mento independiente pero vinculado a la Convención, 
el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por 
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Tierra, Mar y Aire. Aunque ambos instrumentos mani-
festaron una cierta aproximación de protección de las 
víctimas, se redactaron desde una perspectiva jurídi-
co-penal, lo que implica amplias carencias relativas a 
las perspectivas social, económica, laboral o demográ-
fica5 (De la Cuesta Arzamendi, 2013; De León Villalba, 
2003; Geronimi, 2002).

El Protocolo establece en su artículo 3 una defini-
ción armonizada del tráfico ilícito de migrantes, des-
tacando tres elementos esenciales: (1) la facilitación 
de la entrada o permanencia irregular, (2) el carácter 
transnacional, y (3) el ánimo de lucro (UNODC, 2003). 
Su artículo 6 exige a los Estados tipificar como delito 
no solo el tráfico mismo, sino también la fabricación 
de documentos fraudulentos, mientras que el artículo 
5 establece la no penalización de los migrantes por su 
condición de “objetos” del delito.

En base a lo anterior, se entiende que el Protocolo 
castiga el tráfico entendido como un negocio, en el que 
el pago de la contraprestación económica siempre está 
presente. Así, ha existido un amplio debate doctrinal 
acerca de la naturaleza de la norma y su bien jurídico 
protegido. La postura estatocéntrica, que argumenta 
la protección de los intereses estatales como elemen-
to primario, encuentra sustento en múltiples elemen-
tos del Protocolo6. Como señala Pérez Cepeda (2004), 
el uso deliberado del término “objetos” (en contraste 
con “víctimas”, empleado en el Protocolo sobre trata 
de seres humanos) refleja una concepción instrumental 
de los migrantes. Esta interpretación se ve reforzada 
por el artículo 4, que vincula el ámbito de aplicación 
a la delincuencia organizada transnacional, priorizando 
así la seguridad estatal sobre la protección individual 
(UNODC, 2003).

Por otro lado, los defensores de los derechos de los 
migrantes como bien jurídico protegido, como Guar-
diola Lago (2007), replican que el requisito de ánimo 
de lucro (art. 3) implica necesariamente una cosifica-
ción del migrante, lo que atenta contra su dignidad hu-
mana. Spena (2016, 2019) profundiza en este análisis 
destacando cómo los traficantes se aprovechan de la 
vulnerabilidad estructural de los migrantes, particu-
larmente cuando carecen de vías legales de migración. 
En base a las anteriores concepciones, autores como 
Escobar Veas (2019a, 2019b) y Mayordomo Rodrigo 

5 Aunque el Protocolo incluye salvaguardas (el artículo 16 exige preservar los derechos de los migrantes, el artículo 9 garantiza 
un trato humano durante interceptaciones y el artículo 6.3 establece agravantes por poner en peligro la vida o someter a las personas 
a tratos inhumanos), como reconocen los Travaux Préparatoires (UNODC, 2008), estas disposiciones fueron incorporadas tras intensas 
negociaciones y resultan notablemente más débiles que las equivalentes en el Protocolo sobre trata. De este modo, en los mismos Travaux 
préparatoires se convino que el concepto de “víctimas” incluido en el Protocolo contra la trata de personas no era apropiado en el contexto 
de	la	represión	del	tráfico	de	migrantes.

6 Véase con mayor profundidad en: Cabezas-Vicente (2025).
7 La	lucha	de	la	Unión	Europea	contra	la	delincuencia	organizada	del	tráfico	de	migrantes	se	remonta	al	Tratado	de	Maastricht,	

en el que se estableció la necesidad de controlar la migración y combatir la delincuencia (Duarte Cunha Medeiros, 2015; Escobar Veas, 

(2011) proponen una lectura integradora: el tipo básico 
protegería principalmente la soberanía estatal, mien-
tras los subtipos agravados (art. 6.3) incorporarían una 
auténtica protección de bienes jurídicos individuales. 
Esta interpretación permite conciliar ambos enfoques, 
reconociendo que el tráfico puede simultáneamente: (a) 
vulnerar las políticas migratorias estatales, y (b) poner 
en peligro derechos fundamentales de los migrantes.

Sentado lo anterior, debe tenerse en cuenta que el he-
cho de tratar a los migrantes como “objetos”, si bien 
omite cualquier postura victimocéntrica, también ex-
cluye la consideración de éstos como infractores. Al 
calificarlos como “objetos” del delito, el Protocolo 
centra su atención en la figura del traficante como au-
tor material del ilícito penal, quien se aprovecha de la 
situación de vulnerabilidad del migrante para lucrarse 
económicamente. Sin embargo, tampoco puede afir-
marse con rotundidad que el ánimo del Protocolo sea 
abiertamente proteger los derechos de las personas mi-
grantes basando la argumentación en la cosificación de 
las personas al ser tratadas como mercancía. Y es que 
el mero hecho de la inclusión del ánimo de lucro en la 
conducta delictiva no implica necesariamente la cosifi-
cación de la persona y, por lo tanto, un ataque contra su 
dignidad. En este sentido, pueden existir supuestos en 
los que las personas migrantes paguen una determinada 
cantidad de dinero para conseguir el traslado irregular 
que, sin embargo, se produce en condiciones dignas y 
en las que no exista un provecho de la situación de vul-
nerabilidad para el caso concreto.

Así mismo, tampoco atentaría contra la dignidad de 
las personas la provisión de alojamiento o alimentos a 
cambio de una contraprestación económica, a excep-
ción de que se aproveche de la situación de irregulari-
dad para conseguir un provecho ilícito y desproporcio-
nado. Por todo lo anterior, no puede concluirse categó-
ricamente que el Protocolo centre su protección en los 
derechos de las personas migrantes, pero tampoco su 
consideración como autores del ilícito.

3. La penalización de la facilitación de la migración 
irregular en la esfera europea

El Consejo Europeo de Tampere de 19997 supuso un 
punto de inflexión en la legislación migratoria comuni-
taria, al reafirmar el compromiso de la UE con la lucha 
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contra la “inmigración ilegal”, instando a la adopción 
de sanciones rigurosas contra la trata de seres huma-
nos y la explotación de migrantes (Parlamento Euro-
peo, 1999). En este contexto, Francia impulsó en el año 
2000 el proceso legislativo para castigar la ayuda a la 
migración irregular bajo el procedimiento del tercer 
pilar del Tratado de Maastricht, en tanto por aquel en-
tonces las competencias eran compartidas entre la UE 
y los Estados miembros, con un mero papel consulti-
vo del Parlamento Europeo. Con un clima de máxima 
preocupación por la seguridad de las fronteras surgi-
do a raíz de los atentados del 11 de septiembre (Van 
den Durpel, 2022), apenas unos meses después y tras 
una negociación con un debate y escrutinio mínimo8 
(Mitsilegas, 2019), a finales de 2002 el Consejo aprobó 
por unanimidad9 la propuesta francesa, conocida como 
“Facilitators Package” (en adelante, “Paquete de Ayu-
da” o “Paquete”), que aún hoy en día supone el marco 
de referencia europeo de la legislación en materia de 
tráfico de migrantes10.

El Paquete de Ayuda consta de la Directiva 2002/90/
CE y la Decisión Marco 2002/946/JAI. Si bien sobre el 
papel pretendía alinearse con el Protocolo de Palermo, 
amplía significativamente su ámbito de aplicación, in-
troduciendo la “facilitación de la migración irregular” 
como una figura delictiva distinta del tráfico de migran-
tes (Escobar Veas, 2018; Minetti, 2020). Este cambio 
terminológico desplaza el foco desde la protección de 
las víctimas hacia la persecución de la migración irre-
gular como un fenómeno criminalizable (Spena, 2016).

El artículo 1 de la Directiva 2002/90/CE establece 
sanciones contra quienes ayuden a la entrada, tránsito o 
permanencia irregular de migrantes, sin exigir ánimo de 
lucro, a diferencia del Protocolo de Palermo, en los dos 
primeros supuestos (Minetti, 2020; Mitsilegas, 2019). 
Por su parte, la Decisión Marco 2002/946/JAI agrava 
las penas en aquellos casos cometidos con ánimo de 
lucro que pongan en peligro la vida de los migrantes o 

2018). Posteriormente, el Tratado de Ámsterdam otorgó al Consejo la capacidad de adoptar medidas en materia de libre circulación, fron-
teras exteriores, asilo e inmigración, incorporando el Convenio Schengen al acervo comunitario. El artículo 27 de este convenio estableció 
la	obligación	de	los	Estados	de	tipificar	el	tráfico	de	migrantes	conforme	al	Protocolo	de	Palermo	(UE,	2000).

8 Aspecto desarrollado en profundidad en: Mitsilegas et al. (2003, pp. 106-108). “Estas disposiciones comunitarias […] adolecen 
de	un	patente	déficit	democrático	en	la	medida	en	que	provienen	exclusivamente	del	Consejo,	no	cuentan	con	la	participación	directa	del	
Parlamento Europeo ni de Parlamentos de los Estados miembro” (Pomares Cintas, 2015, p. 2). Incluso el propio Parlamento Europeo 
rechazó	la	propuesta	francesa,	si	bien	su	mero	papel	consultivo	no	impidió	su	aprobación	final	(Radjenovic,	2024).

9 Como señala Van den Durpel (2022, pp. 9-10), debido a su estatus especial en relación con varias legislaciones de la UE, 
Dinamarca, Reino Unido e Irlanda pudieron optar por no participar en el Paquete. De esta manera, Dinamarca se abstuvo de participar 
en el Paquete de Ayuda. Por el contrario, Reino Unido e Irlanda fueron parte desde el 29 de mayo del 2000 y el 28 de febrero de 2002, 
respectivamente. Los 14 países participantes, excepto Italia, transpusieron el Paquete a tiempo, es decir, antes del 5 de diciembre de 2004.

10	 Si	bien	no	se	entrará	en	ellas	dado	su	carácter	transversal	al	tráfico,	dentro	del	marco	jurídico	de	la	UE	para	castigar	la	facili-
tación de la migración irregular también puede incluirse la Directiva 2001/51 del Consejo, que obliga a los transportistas a devolver a los 
nacionales de terceros Estados que no han sido admitidos a su propio coste y prevé sanciones contra quienes transporten a personas 
indocumentadas a la Unión Europea. E, igualmente, también son aplicables ciertas disposiciones de la Directiva 2011/36 sobre la trata de 
seres humanos, la Directiva 2011/93 sobre explotación sexual de niños o la Directiva 2018/843 sobre blanqueo de capitales, todas ellas en 
estado de revisión, así como la Directiva 2009/52 sobre sanciones a los empleadores (Radjenovic, 2024). 

sean cometidos en el seno de una organización delic-
tiva, permitiendo la imposición de sanciones severas, 
llegando incluso a la cadena perpetua en ciertos Esta-
dos (Cabezas-Vicente, 2024; Van den Durpel, 2022).

A pesar de prever una cláusula de exclusión para la 
ayuda humanitaria, esta es potestativa y no cubre otras 
motivaciones altruistas, como la asistencia familiar. 
Además, la Directiva no contempla la protección de los 
derechos de los migrantes, tratándolos como objetos 
de la infracción en lugar de como víctimas (Decisión 
Marco 2002/946/JAI, art. 1.3). Así mismo, la falta de 
una excepción general para los migrantes ha llevado 
a varios Estados a tipificar su entrada y permanencia 
irregular como delito (Van den Durpel, 2017).

En conclusión, la legislación europea sobre la faci-
litación de la migración irregular refleja un uso instru-
mentalizado del Derecho penal con fines disuasorios, 
dirigido tanto contra los traficantes como contra los 
propios migrantes (Mitsilegas, 2019; Minetti, 2020). 
Como señala el Comisario de Derechos Humanos del 
Consejo de Europa (2010), esta criminalización fomen-
ta un clima de temor respecto a cualquier interacción 
con migrantes. Y es que la UE ha consolidado un pa-
radigma de criminalización preventiva que prioriza el 
control fronterizo sobre los derechos de los migrantes, 
diferenciándose así del marco establecido por el Proto-
colo de Palermo (Escobar Veas, 2018, 2019a).

4. Evaluación y seguimiento del Paquete de Ayuda

Desde su implementación, el seguimiento del Pa-
quete de Ayuda ha sido complejo y superficial. En 
este sentido, la Comisión Europea se ha limitado a 
supervisar la transposición de la normativa, sin iniciar 
procedimientos de infracción ante incumplimientos 
estatales (Carrera et al., 2018). Además, la revisión 
judicial por parte del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE) se vio restringida hasta la entrada en 
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vigor del Tratado de Lisboa (Van den Durpel, 2022). 
De este modo, aunque en 2006 y 2007 una evaluación 
preliminar reveló divergencias en la interpretación de 
las conductas tipificadas por los Estados miembros, su 
resultado no derivó en reformas normativas.

El Plan de Acción de la UE contra el tráfico ilícito 
de migrantes (2015-2020) estableció la necesidad de 
revisar el Paquete de Ayuda. Como resultado, en 2017 
se llevó a cabo la Evaluación REFIT, que examinó la 
adecuación del Paquete a los principios de eficacia, efi-
ciencia, coherencia y valor añadido para la UE (Comi-
sión Europea, 2017). La Evaluación destacó la cone-
xión entre criminalidad organizada y facilitación de la 
migración irregular, sin embargo, rechazó una modi-
ficación legislativa orientada a la inclusión del ánimo 
de lucro en la conducta típica nuclear. Según su argu-
mentación, en las actividades de tráfico existe un uso 
excesivo de dinero en efectivo como método de pago, 
lo que dificulta enormemente las investigaciones finan-
cieras del delito. De este modo, la Comisión señala el 
riesgo de que la inclusión del ánimo de lucro en la con-
ducta típica obstaculice de manera desproporcionada la 
investigación y enjuiciamiento del delito, afectando al 
interés legítimo de los Estados por controlar las fronte-
ras y regular los flujos migratorios (Comisión Europea, 
2017, p. 9).

Coincidiendo con la postura de Mitsilegas (2019), 
puede afirmarse que el razonamiento de la Comisión es 
débil e interesado, pues la evaluación omite un examen 
crítico de la legalidad y eficacia de la legislación en 
aras de una visión basada exclusivamente en los inte-
reses de investigación y acusación, desaprovechando la 
oportunidad de armonizar la normativa con el Derecho 
internacional y de evitar la criminalización de la ayuda 
humanitaria. De esta manera, el Derecho penal sustan-
tivo se convierte en una mera herramienta de eficacia 
procesal, en lugar de atender a opciones normativas o 
sociales para la penalización.

Seguidamente, en el marco del Plan de Acción re-
novado de la UE contra el tráfico ilícito de migrantes 
(2020-2025), se encargó a la Comisión la supervisión 
de la ejecución del acervo, así como a incoar procedi-
mientos de infracción en caso de su incumplimiento. 
Aun con todo, durante los primeros años de ejecución 
del Plan de Acción, no se observaron movimientos ten-
dentes a la reforma.

Sin embargo, el desinterés de revisión legislativa da-
ría un giro gracias a la presión judicial. En este sentido, 
el caso Kinshasa, relativo a la interpretación del Paque-
te de Ayuda en relación con los derechos fundamenta-
les, cobra especial relevancia. Tras el procesamiento de 
una mujer congoleña por facilitar la entrada no autori-
zada de su hija mejor de edad y de su sobrina en la fron-
tera aérea italiana, el Tribunale di Bologna preguntó al 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea si la tipifica-

ción como delito de la ayuda a la entrada no autoriza-
da en el derecho de la UE y en el derecho nacional es 
compatible con la Carta de Derechos Fundamentales, 
especialmente en situaciones sin ánimo de lucro y con 
un fin humanitario, subrayando la falta de proporcio-
nalidad y seguridad jurídica en la legislación de la UE 
y su implementación en Italia (Council of Bars and 
Law Societies of Europe, 2024; Mitsilegas, 2019; UE, 
2023b). La resolución de este caso podría tener un im-
pacto significativo, pudiendo llegar a redefinir el marco 
normativo de la UE y exigir su interpretación conforme 
a los derechos fundamentales (Mitsilegas, 2024).

IV. LA NUEVA PROPUESTA DE DIRECTIVA. ¿UNA 
SOLUCIÓN GARANTISTA Y EFECTIVA?

1. Ánimo de la propuesta: muchas palabras para poca 
concreción

De cualquier modo, la gran importancia del caso 
Kinshasa radica en la presión ejercida sobre la Comi-
sión Europea acerca de la reformulación de la legisla-
ción europea, que, ante la perspectiva de este litigio, 
impulsó tan solo cuatro meses después una propuesta 
de Directiva que, de llegar a buen puerto, sustituirá al 
Paquete de Ayuda (Mitsilegas, 2024).

Para su preparación se acudió a consultas con los 
entes estatales, agencias de la UE y miembros de la 
sociedad civil, cuyas opiniones fueron divergentes. 
Mientras los representantes de las organizaciones de la 
sociedad civil “destacaron que una definición amplia 
de la infracción conduce a una falta de claridad y se-
guridad jurídica, así como a riesgos de criminalización 
de la asistencia humanitaria”, por su parte, “los Estados 
miembros no mencionaron la necesidad de restringir la 
definición de la infracción o de introducir una exención 
obligatoria a la criminalización” (UE, 2023a, párr. 70). 
De este modo, y a pesar de las opiniones discordantes, 
a buen juicio, la Comisión señala que “debido a los di-
versos enfoques nacionales sobre el delito de ayuda, 
que socavan la eficacia de la acción común de la UE, 
y con el fin de centrarse en las infracciones cometidas 
con ánimo lucrativo, en particular por grupos delictivos 
organizados, es necesario definir claramente la infrac-
ción de ayuda” (UE, 2023a, párr. 70). Una postura que 
sería compartida también por Europol y Eurojust, si 
bien bajo una argumentación en términos funcionales y 
utilitarios, pues una mayor concreción legislativa me-
joraría la cooperación operativa y la respuesta al tráfico 
de migrantes.

Aun con todo, como han denunciado tanto la ponen-
te Birgit Sippel, como Mary Lawlor, Relatora Especial 
de la ONU sobre la situación de los defensores de los 
derechos humanos, la Comisión no ha publicado los re-
sultados de las consultas ni acompañó a la propuesta de 
una evaluación de impacto, “una omisión sorprendente 
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dado el impacto potencial de la legislación propuesta 
sobre los derechos fundamentales protegidos por el 
derecho internacional y de la UE” (Radjenovic, 2024; 
Relatora Especial de la ONU sobre la situación de los 
defensores de los derechos humanos, 2024, p. 2).

En los objetivos de la propuesta, la Comisión hace 
referencia a la necesidad de modernizar, actualizar y re-
forzar el marco jurídico contra el tráfico de migrantes, 
pretendiendo aportar mayor claridad sobre qué infrac-
ciones deben tipificarse y actualizar las sanciones para 
ajustarlas a la gravedad del hecho, incluso previéndose 
la tentativa. En este sentido, reconoce los problemas 
de criminalización de las acciones humanitarias oca-
sionados por la definición tan amplia de la infracción 
y la ausencia de exenciones. De esta manera, resulta 
esencial lo mencionado en su considerando 7, que es-
pecifica que

Conviene prever la responsabilidad penal cuando exista 
un vínculo con un beneficio financiero o material, o cuando 
los migrantes tengan una alta probabilidad de sufrir daños 
graves. Por lo general, estos elementos no se cumplirán en 
lo que se refiere a la asistencia entre los familiares, la pres-
tación de asistencia humanitaria o el apoyo a las necesida-
des humanas básicas. (UE, 2023a, considerando 7)

2. Los mil y un defectos de la propuesta europea

Entrando en el contenido de la propuesta de Directi-
va, su artículo 3 obliga a los Estados miembros a cas-
tigar con una pena superior a los tres años de prisión 
(junto a su inducción, complicidad y tentativa)

la ayuda dolosa a la entrada, a la circulación o a la estancia 
de un nacional de un tercer país en el territorio de cualquier 
Estado miembro infringiendo el Derecho de la Unión perti-
nente o la legislación del Estado miembro de que se trate en 
materia de entrada, circulación y estancia de nacionales de 
terceros países […] cuando: a) la persona que realice dicha 
conducta solicite, reciba o acepte, directa o indirectamente, 
un beneficio financiero o material, o la promesa de obtener-
lo, o realice la conducta para obtener dicho beneficio; o b) 
exista una alta probabilidad de causar daños graves a una 
persona. (UE, 2023a, art. 3)

Además, impone a los Estados castigar penalmente 
la incitación pública a las conductas mencionadas en 
el párrafo anterior, con la salvedad que no exige que 
medie un beneficio o una posibilidad de causar daños 
graves en la conducta instigada.

Como circunstancias agravantes, la propuesta con-
templa penas de prisión superiores a 10 años cuando: 
a) se cometa en el marco de una organización delictiva; 
b) cause dolosamente o por imprudencia graves daños 
graves a las personas objeto de la conducta o ponga en 
peligro su vida; c) medie violencia grave; y d) las per-
sonas objeto de la infracción sean especialmente vulne-

rables, lo que incluye a los menores no acompañados. 
Así mismo, prevé sanciones superiores a 15 años de 
prisión cuando se cause la muerte de las personas tra-
ficadas (UE, 2023a, art. 4). Sumadas a las anteriores y 
sin especificar un rango mínimo de penas de prisión, 
también obliga a los Estados a incluir en sus circuns-
tancias agravantes: a) que la infracción penal la haya 
cometido un funcionario público en el ejercicio de sus 
funciones; b) que la infracción penal haya conllevado o 
dado lugar a la participación de nacionales de terceros 
países que hayan sido objeto de la misma en el empleo 
ilegal; c) que el autor de la infracción haya sido conde-
nado previamente con carácter firme por infracciones 
penales de la misma naturaleza; d) que la infracción 
penal haya conllevado o dado lugar a la explotación o 
instrumentalización del nacional de un tercer país que 
haya sido objeto de la misma; e) que los nacionales 
de terceros países que hayan sido objeto de la infrac-
ción penal hayan sido desposeídos de sus documentos 
de identidad o de viaje; y f) que la infracción penal se 
haya cometido con ocasión de la tenencia de un arma 
de fuego (UE, 2023a, art. 9).

Además de las anteriores agravantes, también se 
prevé la circunstancia atenuante de facilitar a las au-
toridades competentes información que de otro modo 
no habrían podido obtener y que les ayude a descubrir 
o llevar ante la justicia a otros infractores o a encon-
trar pruebas (UE, 2023a, art. 10). Como no podía ser 
de otra manera, la propuesta también regula diversas 
sanciones añadidas, como la prohibición de entrada, 
el retorno o el embargo y decomiso, así como la res-
ponsabilidad de personas jurídicas (UE, 2023a, art. 6). 
En último término, amplía la jurisdicción en distintos 
supuestos para dar cabida, por ejemplo, a los casos de 
tráfico en los que se produzca el hundimiento del bote 
en aguas internacionales.

De esta manera, a pesar de que la propuesta se ajusta 
mucho más que la legislación actual al marco de Na-
ciones Unidas, son enormes las lagunas y defectos que 
presenta, pudiendo sintetizarse en las cinco siguientes.

2.1. Base jurídica escogida

Primeramente, a pesar de ser numerosas las referen-
cias en su preámbulo y considerandos al vínculo entre 
tráfico y criminalidad organizada, ateniéndose a la base 
jurídica escogida para su formulación, se evidencia 
que la finalidad de la reforma continúa siendo la ins-
trumentalización de la figura delictiva para la gestión 
migratoria.

En este sentido, la Comisión Europea elaboró la pro-
puesta de Directiva siguiendo lo dispuesto en el artí-
culo 83.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE) bajo el argumento de armonizar en 
materia penal un ámbito imprescindible para garantizar 
la ejecución eficaz de una política de la Unión, en este 
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caso concreto, la “política común de inmigración, en 
particular las condiciones de entrada y residencia, la 
inmigración y residencia irregulares y la gestión de las 
fronteras exteriores de la UE” (UE, 2023, p. 7).

Esta elección no resulta baladí, en tanto el primer 
apartado del artículo 83 del TFUE faculta al Parlamen-
to Europeo y al Consejo a establecer normas mínimas 
relativas a la definición de las infracciones penales y de 
las sanciones en ámbitos delictivos que sean de espe-
cial gravedad y tengan una dimensión transfronteriza 
derivada del carácter o de las repercusiones de dichas 
infracciones o de una necesidad particular de combatir-
las según criterios comunes.

Por ello, si, tal y como reza la exposición de motivos 
de la norma, el fin último de la misma es perseguir a 
aquellas personas que facilitan la migración irregular 
en detrimento de los derechos de los migrantes, hubiese 
sido más congruente seguir la base jurídica del artículo 
83.1 del TFUE, orientado a hacer frente a la delincuen-
cia transfronteriza de especial gravedad (Mitsilegas, 
2024; UE, 2023a), respetando el principio máximo de 
protección de bienes jurídicos por encima del utilitario 
aseguramiento de la política migratoria.

2.2. El beneficio financiero o material como requisito al-
ternativo

En segundo lugar, en relación con la conducta ti-
pificada, nuevamente, a pesar de las referencias en el 
preámbulo y considerandos a la vinculación del tráfico 
de migrantes con la criminalidad organizada, lo cierto 
es que el beneficio financiero o material no siempre es 
exigido en la conducta básica. De este modo, dada la 
formulación de la tipificación en términos alternativos, 
resultaría posible el reproche penal de aquellos actos 
cometidos sin existir ningún tipo de beneficio siempre 
que se de una probabilidad alta de causar daños graves 
a la persona “objeto” de tráfico.

Como crítica, carece de sentido la desvinculación del 
beneficio con el segundo requisito, pues dicha ausencia 
abre la puerta (o, más adecuadamente, evita cerrarla) a 
la criminalización de la asistencia humanitaria o entre 
familiares cuando se traslade a personas en circunstan-
cias donde su vida corriese peligro (ACNUR, 2024; 
Council of Bars and Law Societies of Europe, 2024). 
Unas situaciones que en las fronteras marítimas euro-
peas suele ser la regla, y no la excepción, ya que los 
rescates, en muchas ocasiones, implican traslados en 
condiciones en las que la vida de las personas aún corre 
peligro. Todo ello teniendo en cuenta que la figura de-

11 Con ello, se perpetuaría el entorno hostil hacia las organizaciones civiles de salvamento humanitario, pues las acciones judi-
ciales contra las ONG, sus tripulantes y voluntarios han dejado de ser la excepción para convertirse en la regla, ya que casi un 65% de 
los buques y aeronaves que han operado desde 2017 en el Mediterráneo han sido objeto de acciones legales (Agencia de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, 2022, 2024). 

lictiva del tráfico de migrantes asume el consentimien-
to de los migrantes a su traslado, de manera que éstos 
pueden ser plenamente conscientes de los peligros a los 
que potencialmente se enfrentarán en el traslado.

Igualmente, como han señalado Mitsilegas (2024) 
y ACNUR (2024), el uso de términos indeterminados 
como la “alta probabilidad de causar daños graves” 
no cumple con el requisito de seguridad jurídica, pues 
no está claro cómo lo aplicarán los Estados miembros. 
Este hecho, sin duda, entraña el riesgo de mantener el 
paradigma actual de sobrecriminalización y perpetuar 
el entorno hostil contra quienes prestan asistencia a los 
migrantes, en particular mediante operaciones de bús-
queda y rescate11. Además, las acciones que pongan en 
peligro la vida de las personas o de causación de lesio-
nes graves ya se recogen como circunstancia agravan-
te, entendiendo éstas como las únicas merecedoras de 
sanción penal.

Al mismo tiempo, el beneficio económico o material 
no es un elemento de intención específica del delito, 
como lo sería el ánimo de lucro, por lo que según la 
propuesta de Directiva bastaría con que se probase la 
intención de ayudar a entrar, transitar o permanecer de 
manera irregular. Un beneficio que, además, se redacta 
en términos muy amplios, pues se considera punible 
incluso solicitar, recibir o aceptar una promesa de be-
neficio financiero o material. Como denuncia ACNUR,

esta referencia criminalizaría el mero hecho de haber ofre-
cido un beneficio económico o material sin tener intención 
de aceptarlo o incluso rechazarlo. La inserción de la inten-
ción específica de “obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio financiero o material” ya sería suficiente para 
abarcar situaciones en las que las personas han solicitado 
o aceptado una promesa de beneficio financiero o material. 
(2024, p. 7)

En último término, al no exigir mayores requisitos 
que la concurrencia del beneficio, se perpetúan idén-
ticos problemas que los ocasionados por la redacción 
vigente, abriendo la posibilidad de castigar conductas 
tan desligadas del crimen organizado y de la puesta 
en peligro de los derechos de las personas como el al-
quiler de habitaciones, la venta de alimentos o bienes 
(como botes, chalecos salvavidas o cascos con linter-
nas), el asesoramiento jurídico o la atención médica, 
entre otros, siempre que se tenga conocimiento de que 
estos servicios facilitan la entrada, tránsito o perma-
nencia irregular (Council of Bars and Law Societies of 
Europe, 2024). Unos servicios que se realizan dentro 
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de la actividad económica lícita por personas ajenas a 
las organizaciones criminales y que resultan la práctica 
habitual en las ciudades consideradas como “centros de 
tráfico”, cuya economía depende de su buen funciona-
miento (Achilli, 2018; Triandafyllidou, 2017).

2.3. Creación de un delito de incitación pública

Por otro lado, el delito relativo a la incitación públi-
ca resulta demasiado amplio y vago, empleando en sus 
considerandos términos indefinidos como “suministro 
de información objetiva o asesoramiento”, que no acla-
ran en absoluto la dimensión del delito. Coincidiendo 
con la Relatora Especial de la ONU sobre la situación 
de los defensores de los derechos humanos (2024), de-
bido a la ausencia de una cláusula de exclusión de la 
responsabilidad penal por motivos humanitarios y vis-
ta la tendencia a la criminalización de los defensores 
de los derechos humanos seguida por los Estados eu-
ropeos12, existe un riesgo de que la incitación pública 
se utilice para criminalizar a este colectivo y disuadir 
a personas y grupos de compartir información sobre 
migración. Además, resulta preocupante la posible vio-
lación de los derechos de libertad de expresión y de 
reunión que puede acarrear esta figura, pues la incita-
ción penada se vincula a cualquier conducta orientada 
a facilitar la entrada o permanencia irregular, con inde-
pendencia del ánimo de lucro o de la causación de da-
ños graves. De este modo, se castigaría una incitación 
a la comisión de una conducta que ni siquiera es con-
siderada como delictiva, pues podría integrar la mera 
incitación a la ayuda a la entrada, circulación o estancia 
cometida incluso por fines humanitarios.

Con ello, su tipificación puede crear un fuerte efec-
to simbólico de desaliento contra organizaciones y 
personas que realizan actividades humanitarias, como 
las tareas de salvamento, la ayuda en la búsqueda de 
protección internacional o la mera información sobre 
derechos y posibilidad de acceder a estos derechos y 
recursos (ACNUR, 2024).

2.4. Ausencia de exención de la responsabilidad penal por 
motivos humanitarios

En cuarto lugar, la falta de inclusión de una exención 
de la responsabilidad penal por motivos humanitarios 
resulta una clara regresión de la normativa y un gran 
motivo de preocupación (ACNUR, 2024; Relatora Es-
pecial de la ONU sobre la situación de los defensores 
de los derechos humanos, 2024). Precisamente, ha sido 

12 Como han denunciado la Relatora Especial de la ONU sobre la situación de los defensores de los derechos humanos y el 
Relator Especial de la ONU sobre los derechos humanos de los migrantes (2022), Grecia emprendió acciones contra Panayote Dimitras y 
Tommy Olsen, dos activistas de derechos humanos que fueron acusados de enviar información a las autoridades griegas sobre los detalles 
y el paradero de los inmigrantes recién llegados para que estos pudieran solicitar asilo en Grecia (Human Rights Watch, 2023b).

el carácter opcional de la cláusula en la vigente legis-
lación lo que ha abierto la puerta a la criminalización 
de las personas que apoyan a los migrantes, lo que no 
se aborda ni se soluciona en la nueva normativa. Aun-
que en los objetivos, en la explicación detallada y en 
el considerando 7 se mencione expresamente que el 
objetivo no es criminalizar la asistencia prestada a los 
familiares, la asistencia humanitaria o el apoyo a las 
necesidades humanas básicas de los extranjeros, esto 
no se ha visto reflejado finalmente en el desarrollo del 
texto normativo (Council of Bars and Law Societies of 
Europe, 2024; Mitsilegas, 2024).

Así mismo, no puede argumentarse la ausencia de 
esta cláusula de exclusión en el beneficio financiero o 
material de la conducta básica, ya que, como se ha vis-
to, se configura como un requisito alternativo de tipifi-
cación, lo que permitiría castigar conductas de solidari-
dad con los migrantes cuando el traslado sea peligroso. 
Este es, sin duda, otro motivo más para exigir el ánimo 
de enriquecimiento ilícito como requisito preceptivo en 
toda conducta penada.

Resulta especialmente ilustrativo que el mismo con-
siderando 7 determine que, “por lo general”, cuando 
exista ánimo de lucro o probabilidad de sufrir daños 
graves, no se castigarán las conductas de asistencia en-
tre familiares o de ayuda humanitaria, una afirmación 
que da una muestra más de su carácter ambiguo con res-
pecto a la exclusión de responsabilidad. Según afirmó 
el Comisario de Asuntos Internos de la UE durante una 
sesión del Comité LIBE del Parlamento Europeo, su 
inclusión era innecesaria dado que los Estados miem-
bros de la UE ya tienen la obligación internacional de 
no penalizar dicha asistencia (Parlamento Europeo, 
2024), tal y como se especificó en las Orientaciones de 
2020 (Comisión Europea, 2020). Sin embargo, esta ar-
gumentación pasa por alto el hecho de que los Estados 
miembros han incumplido sistemáticamente estas obli-
gaciones en la práctica con total impunidad (Relatora 
Especial de la ONU sobre la situación de los defensores 
de los derechos humanos, 2024), lo que hubiese reque-
rido una salvaguarda expresa en la propuesta.

2.5. Atenuante circunscrita exclusivamente a la colabora-
ción policial y judicial y penas desmesuradas

Como quinta deficiencia, en lo que respecta a la cir-
cunstancia atenuante, resulta totalmente insuficiente 
que se circunscriba exclusivamente a la colaboración 
con las autoridades judiciales y policiales. Una colabo-
ración que debe ser, además, efectiva, en tanto tan solo 
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se modularía la pena si la información facilitada ayuda 
a descubrir o llevar ante la justicia a otros infractores 
o a encontrar pruebas y dicha información no la pu-
dieran haber obtenido de otra manera. En este sentido, 
no parece apropiado atenuar la pena exclusivamente en 
aquellos supuestos en los que la información facilitada 
por el acusado ayude de manera efectiva a las autorida-
des, pues con ello se privilegiarían supuestos en los que 
la colaboración no fuese muy intensa y, sin embargo, 
decisiva para los fines, mientras podría inaplicarse en 
asuntos en los que una colaboración activa y estrecha 
con las autoridades no diese sus frutos.

Además, la atenuante se olvida de modular la pena 
atendiendo a los motivos humanitarios para centrarse 
en la visión securitaria y en la criminalización como 
herramienta de control migratorio (Mitsilegas, 2024), 
lo que resulta inasumible teniendo en cuenta la elevada 
cuantía de las penas. Unos castigos que no solamente 
son desproporcionadas, ya que pueden alcanzar los 15 
años de prisión incluso en grado de tentativa, sino que 
se limitan a establecer un mínimo en su umbral máxi-
mo, dejando a la arbitrariedad de los Estados fijar tanto 
el límite inferior como superior de la pena, siempre que 
supere el mínimo designado. Esta técnica legislativa13 

13 Como señala Corral Maraver (2020) o Muñoz de Morales Romero (2020), en ocasiones la UE no establece la duración de la 
pena,	determinando	que	es	suficiente	que	las	sanciones	den	lugar	a	extradición,	si	bien	la	mayor	parte	de	las	normas	recientes	imponen	
determinados marcos penales que determinan el número de años que debe tener el límite mínimo de la pena máxima (minimun-maximum). 
De este modo, el Parlamento y el Consejo Europeo, en su proceso de armonización de sanciones, acuden a una armonización incisiva con 
respecto al mínimo del límite máximo. Es por ello por lo que los países de la Unión pueden prever sanciones más graves que las requeridas 
por la UE, pero no más leves, lo que está ocasionando un incremento de la represión con tipos delictivos muy amplios y sanciones muy 
severas.

14	 Para	una	visualización	más	gráfica,	acúdase	a	los	mapas	interactivos	elaborados	en	el	desarrollo	de	la	presente	investigación	
en: https://derechoamigrar.com/castigo-directiva/ 

va a ocasionar profundas modificaciones que, como se 
podía esperar, aumentará el castigo penal en muchos de 
los Estados.

Como se desprende de la Tabla 1, que representa una 
de las posibles reformas de los Estados atendiendo al 
nuevo marco punitivo, 18 países deberán aumentar su 
reproche penal en alguno de los supuestos que contem-
plaba el Paquete de Ayuda, teniendo en cuenta que la 
mayoría de ellos ya castiga estos hechos en la actua-
lidad con penas más severas, pues el Paquete siguió 
la misma técnica legislativa. Además, debe tenerse en 
cuenta que la tabla representa la modificación más laxa 
posible, pues, debido a la falta de limitación, previsi-
blemente, las penas de prisión serán superiores a las 
representadas en ella.

Este incremento se observa a la perfección en las Fi-
guras 1, 2 y 3, que representan gráficamente los incre-
mentos mostrados en la Tabla 1 para los supuestos de la 
ayuda a la entrada irregular con ánimo lucro y sus tipos 
agravados por pertenencia a organización criminal y 
poner en le peligro la vida de las personas, situaciones 
que igualmente exigía castigar el Paquete de Ayuda14.

https://derechoamigrar.com/castigo-directiva/
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Tabla 1. Comparativa de las penas de prisión (en años) aplicables al delito de ayuda 
a la migración irregular antes y después de la propuesta de Directiva

País
Ánimo de lucro Org. criminal Peligro para la vida

Antes Después Antes Después Antes Después

Alemania 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10

Austria <2 <3 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10

Bélgica 1 – 5 1 – 5 15 – 20 15 – 20 10 – 15 10 – 15 

Bulgaria* 1 – 6 3 – 6 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10

Chipre* <15 <15 <15 <15 <15 <15

Croacia* 1 – 8 1 – 8 - <10 3 – 12 3 – 12 

Dinamarca <2 <3 <8 <10 <8 <10

Eslovaquia 3 – 8 3 – 8 10 – 15 10 – 15 7 – 10 7 – 10

Eslovenia 3 – 10 3 – 10 3 – 15 3 – 15 3 – 15 3 – 15

España 7m.15d. – 1a. 7m.15d. – 3a. 4 – 8 4 – 10 4 – 8 4 – 10 

Estonia <3 <3 - <10 1 – 7 1 – 10 

Finlandia <2 <3 4m – 6a. 4m – 10a. 4m – 6a. 4m. – 10a.

Francia 5 5 10 10 10 10

Grecia >10 >10 >10 >10 >15 >15

Hungría 2 – 8 2 – 8 5 – 10 5 – 10 - <10

Irlanda* <10 <10 - <10 <10 <10

Italia 4 – 9 4 – 9 6 – 16 6 – 16 6 – 16 6 – 16

Letonia <2 <3 2 – 8 2 – 10 2 – 8 2 – 10 

Lituania <6 <6 - <10 - <10

Luxemburgo 3 – 5 3 – 5 5 – 10 5 – 10 5 – 10 5 – 10 

Malta 6m. – 5a. 6m. – 5a. 11a.3m. – 
16a.10,5m.

11a.3m. – 
16a.10,5m.

11a.3m. – 
16a.10,5m.

11a.3m. – 
16a.10,5m.

Países Bajos <4 <4 <10 <10 <15 <15 

Polonia 6m. – 8a. 6m. – 8a. - <10 - <10

Portugal 1 – 5 1 – 5 1 – 6 1 – 10 2 – 8 2 – 10 

Rep. Checa 1 – 5 1 – 5 2 – 8 2 – 10 2 – 8 2 – 10 

Rumanía* 3 – 10 3 – 10 - <10 3 – 10 3 – 10 

Suecia 6m. – 6a. 6m.- 6a. 6m. – 6a. 6m. – 10a. 6m. – 6a. 6m. – 10a.

Islandia <2 <3 <6 <10 - <10

Liechtenstein <3 <3 1 – 10 1 – 10 1 – 10 1 – 10 

Noruega <3 <3 <6 <10 <6 <10

Suiza <5 <5 <5 <10 - <10

Nota: Elaboración propia. UE (azul), área Schengen (verde y azul, *menos países con asterisco). Dinamarca no queda vinculada por la 
propuesta ni sujeta a su aplicación, si bien podrá incorporarla a su derecho interno como parte del acervo Schengen.
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Figura 1. Prisión por la ayuda a la migración irregular con ánimo de lucro. 
Límites mínimos, regulación actual y propuesta de Directiva

Nota: Elaboración propia.
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Figura 2. Prisión por la ayuda a la migración irregular con ánimo de lucro y pertenencia a 
organización criminal. Límites mínimos, regulación actual y propuesta de Directiva

Nota: Elaboración propia.
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Figura 3. Prisión por la ayuda a la migración irregular con ánimo de lucro y puesta en 
peligro de la vida. Límites mínimos, regulación actual y propuesta de Directiva

Nota: Elaboración propia.
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Como señala ACNUR (2024), la mayoría de los ca-
sos de criminalización de la migración se refieren a 
personas migrantes que conducen embarcaciones (sean 
o no potenciales solicitantes de protección internacio-
nal), que pueden ser acusadas de ayudar o incitar a la 
entrada irregular de otras personas, cuando no tenían 
intención de obtener un beneficio financiero o material. 
Unas situaciones que se exacerban en el supuesto de las 
mujeres y niños, quienes suelen encontrarse en una po-
sición altamente vulnerable y precaria, y acostumbran a 
colaborar con los traficantes para obtener un descuento 
en el viaje (Carrera et al., 2018). O aquellas personas 
que actúan bajo coacciones para evitar que otros, in-
cluidos sus propios familiares, se ahoguen en el trayec-
to (ACNUR, 2024).

En los supuestos anteriores podría ser habitual que se 
aplicasen las agravantes por llevar a bordo a personas 
vulnerables o poner en peligro sus vidas, que se casti-
gan con penas superiores a 10 años de prisión, e inclu-
so podrían enfrentarse a penas superiores a 15 años de 
prisión en caso de muerte de alguno de los pasajeros. 
Además, añadido al potencial riesgo de ser procesa-
dos, las personas involucradas pierden el derecho de 
solicitar asilo, lo que genera una severa victimización 
secundaria en los migrantes, en lugar de contribuir a 
desmantelar los grupos criminales organizados (Carre-
ra et al., 2018).

En último término, el artículo 16 de la propuesta 
exige a los Estados que utilicen “medidas necesarias 
para garantizar que se disponga de instrumentos de in-
vestigación eficaces y proporcionados para investigar o 
enjuiciar las infracciones penales”, además de “dispo-
ner de instrumentos especiales de investigación, como 
los que se utilizan en la lucha contra la delincuencia 
organizada u otros casos de delincuencia grave” (UE, 
2023a, pp. 31-32). En este sentido, en los consideran-
dos se especifica que estas medidas incluyen la inter-
ceptación de comunicaciones y la vigilancia encubierta 
y electrónica. Coincidiendo con la Relatora Especial de 

15 Diversas relatorías de Naciones Unidas denunciaron en 2020 y 2021 la vigilancia de los defensores de derechos humanos del 
equipo de Iuventa, un barco de búsqueda y rescate italiano que realiza misiones en Libia (Relatora Especial de la ONU sobre los derechos 
humanos de los migrantes et al., 2020) o de periodistas italianos que cubren actos humanitarios y de migración (Relatora Especial de la 
ONU sobre la libertad de opinión y expresión et al., 2021).

16	 Más	allá	de	las	modificaciones	propuestas	y	otros	cambios	menores,	sería	necesaria:	a)	la	eliminación	de	la	incitación	pública	a	
la comisión del delito; b) el cambio de la causación de “daños graves” por el peligro de causación de “lesiones graves”; c) la eliminación de 
la causación efectiva de los daños (ahora lesiones), en tanto pueden ampararse según los tipos delictivos autónomos de lesiones y daños, 
así	como	de	la	causación	de	la	muerte;	d)	la	especificación	de	la	pena	de	inhabilitación	absoluta	durante	el	tiempo	que	dure	la	condena	para	
los delitos cometidos por parte de un funcionario público en ejercicio de sus funciones; e) la supresión de las circunstancias que agravan 
el	hecho	cuando	la	infracción	penal	conlleve	o	de	lugar	a	la	participación	en	el	empleo	ilegal	que	se	refiere	la	Directiva	2009/52/CE	del	
Parlamento Europeo y del Consejo y a la explotación o instrumentalización de la persona trasladada; f) la mención expresa a la utilización 
efectiva de un arma de fuego (aunque sea de forma intimidatoria o amenazante), enlazando la acción con el empleo del arma; g) cambiar 
la	necesaria	consecución	de	los	fines	previstos	en	la	circunstancia	atenuante	por	un	concepto	de	colaboración	activa	con	las	autoridades	
con	la	finalidad	de	encontrar	pruebas	o	ayudarles	a	descubrir	otros	infractores;	y	h)	la	inclusión	de	una	nueva	atenuante	que	pondere	la	
menor	gravedad	del	hecho	atendiendo	a	la	acción	realizada,	las	circunstancias,	las	condiciones	del	culpable	y	la	finalidad	perseguida	(Ca-
bezas-Vicente, 2024).

la ONU sobre la situación de los defensores de los de-
rechos humanos (2024) hubiese sido necesario incluir 
una referencia de aplicación conforme a la Carta de De-
rechos Fundamentales del UE en el artículo 16, sin ser 
suficiente su mención en los considerandos. Y es que 
métodos desproporcionados como la vigilancia encu-
bierta (Council of Bars and Law Societies of Europe, 
2024) han sido utilizados para atacar a defensores de 
los derechos de los migrantes en la UE, violando sus 
derechos de privacidad y libertad de expresión15.

V. ALGUNAS CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

En definitiva, la nueva propuesta de Directiva man-
tiene amplias deficiencias arrastradas desde la legisla-
ción vigente e incluso añade nuevas y preocupantes in-
cógnitas que mantienen abiertas las puertas a la crimi-
nalización de las labores solidarias. En este escenario, 
la resolución del litigio de Kinshasa continúa siendo 
esencial para el ámbito de la migración europea. Como 
sentencia Mitsilegas:

El TJUE tendrá la oportunidad, en un momento en el que 
la propuesta será negociada por las instituciones de la UE, 
de abordar directamente los retos en materia de derechos 
fundamentales y Estado de Derecho que plantea el actual 
Paquete de Ayuda y, por tanto, de influir potencialmente de 
manera decisiva en el desarrollo de nueva legislación en la 
materia. (2020, párr. 26)

Si bien el ánimo del presente artículo excede la for-
mulación de una propuesta pormenorizada acerca del 
contenido de la Directiva16, una vez vistas las deficien-
cias que presenta la normativa europea, se proponen 
una serie de líneas maestras por las que debiese guiarse 
todo intento de reforma normativa.

La primera gran modificación es la introducción del 
ánimo de lucro como elemento preceptivo en la regu-
lación del tipo penal siguiendo la noción internacional 
de tráfico de migrantes recogida en el Protocolo de Pa-
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lermo. Por ello, se propone la inclusión de un elemen-
to subjetivo de ánimo de lucro, que abarcaría incluso 
las situaciones hipotéticas de solicitar o aceptar una 
promesa e incluso firmar un contrato de deuda, aña-
diendo la necesidad de probar la intención del autor, 
suprimiendo las amplias acciones de solicitar, recibir, 
aceptar o prometer previstas en la propuesta de 2023. 
Así, pasaría a castigarse penalmente la concepción del 
tráfico de migrantes como negocio, eliminando toda 
mención a la “alta probabilidad de causar daños graves 
a las personas”, cerrando la posibilidad de criminali-
zación de acciones humanitaria o motivos familiares.

Si bien tal y como se formula la propuesta de Di-
rectiva se echa en falta una cláusula de exclusión de 
la responsabilidad penal, esta solución no resulta del 
todo satisfactoria, en tanto no evita la apertura de juicio 
penal (se configura como una cláusula de punición y no 
como una cláusula de no procesamiento) y la carga de 
la prueba recae sobre el acusado, que deberá probar que 
actuó movido por razones humanitarias. Unos motivos 
humanitarios que tampoco encuentran definición, ni en 
la normativa europea o internacional, ni en la de los 
Estados miembros, lo que obligaría a acudir a la noción 
internacional de “ayuda humanitaria”, guiada por los 
principios de humanidad, neutralidad e imparcialidad, 
que podría dejar fuera las ayudas a personas de manera 
individual y aislada.

Como se reportó, el mero hecho de pagar una contra-
prestación económica no es visto por parte de los mi-
grantes como un comportamiento inmoral que atente 
contra su propia dignidad. Es por este motivo que no 
puede ligarse automáticamente el pago de un precio a 
la “cosificación” y “despersonalización” de los migran-
tes, mucho menos en un negocio cuyo funcionamiento 
depende de la confianza de los clientes en los trafican-
tes. Por ello, se propone, además, exigir el abuso de la 
especial situación de vulnerabilidad o necesidad de la 
víctima como elemento preceptivo del tipo básico. De 
este modo, se pasaría a tutelar como bien jurídico la 
dignidad de los migrantes víctimas de tráfico, evitando 
la administrativización del Derecho penal, empleado 
actualmente como herramienta de política migratoria.

De esta manera, solo se castigarían las conductas de 
tráfico de migrantes que sean idóneas para poner en pe-
ligro a la dignidad de las personas. Se deberá probar, 
por lo tanto, no solo que el sujeto activo era conoce-
dor de tal situación, sino que se aprovechó de ella para 
lucrarse. Puesto que las cláusulas de “vulnerabilidad” 
y “necesidad” resultan demasiado genéricas e inde-
terminadas, podrían establecerse diversas situaciones 

17 Artículo 4. Penas.
1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las infracciones contempladas en el artículo 2 se 

castiguen con penas privativas de libertad de una duración máxima de al menos cinco años.
2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las infracciones contempladas en el artículo 2 se cas-

específicas de particular gravedad que suelen motivar 
las migraciones forzosas. A modo ejemplificativo, estos 
podrían abarcar los motivos socioeconómicos, los mo-
tivos ecológicos ligados a catástrofes naturales, la per-
secución política, la huida de guerras y conflictos ar-
mados y los motivos de enfermedad, debiendo incluir, 
además, “otras situaciones de análoga significación que 
las anteriores” para ampliar el abuso de necesidad o 
vulnerabilidad a circunstancias de igual gravedad.

Además, con la introducción del requisito mencio-
nado, se eliminaría por completo la posibilidad de en-
juiciar a los migrantes que conducen las embarcacio-
nes o vehículos a cambio de la gratuidad o rebaja del 
viaje, cuya persecución es posible tanto bajo la actual 
normativa como según lo dispuesto en la propuesta de 
Directiva.

Finalmente, se propone una revisión de los límites 
máximos de las penas adecuándolos a la gravedad del 
hecho, de forma que no se genere una armonización 
mínima desproporcionada en comparación con figuras 
delictivas que atentan contra bienes jurídicos de similar 
naturaleza. Así, se sugiere establecer la duración máxi-
ma de un mínimo de dos años para el supuesto del tipo 
básico. Esta pena se propone teniendo en cuenta, por un 
lado, el mínimo necesario para que el delito pueda dar 
lugar a extradición y, por otro lado, las sanciones pre-
vistas para los delitos que atentan contra la dignidad de 
las personas en los Estados miembros de la UE. Como 
ejemplo, los delitos contra la integridad moral previstos 
en el artículo 173 del Código Penal español castigan 
a quien infligiera a otra persona un trato degradante, 
menoscabando gravemente su integridad moral, con la 
pena de prisión de seis meses a dos años (Código Penal, 
art. 173).

Por otro lado, el mínimo de 10 años en el límite 
máximo en las infracciones agravadas resulta del todo 
desproporcionado teniendo como referencia las san-
ciones previstas en la Directiva 2011/36/EU del Parla-
mento Europeo y del Consejo relativa a la prevención y 
lucha contra la trata de seres humanos y a la protección 
de las víctimas. La Directiva para la trata de seres hu-
manos establece el límite mínimo de su duración máxi-
ma en cinco años para los supuestos básicos y en 10 
años para la infracción agravada (si se comete sobre 
una víctima particularmente vulnerable; en el seno de 
una organización delictiva; si se causa un peligro para 
la vida de la víctima; o si se emplea violencia grave o 
se causan daños particularmente graves a la víctima, lo 
que incluye las lesiones físicas y psicológicas)17. Dada 
la similitud en las infracciones agravadas de ambas fi-
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guras delictivas (tráfico y trata) y teniendo en cuenta 
la diferente afección al bien jurídico18 protegido por 
ambas normas19, resulta necesario disminuir el límite 
establecido en la propuesta de Directiva. De este modo, 
se propone un límite máximo con una duración mínima 
de 5 años, de forma que se iguale al tipo básico previsto 
para la trata de seres humanos (pudiendo incrementarse 
mediante la apreciación de circunstancias agravantes).

En definitiva, es fundamental abordar el fenómeno 
migratorio desde una perspectiva que garantice el res-
peto a los derechos humanos. Para ello, es clave reco-
nocer que las propias políticas migratorias restrictivas 
son las que empujan a muchas personas a la irregulari-
dad, alimentando así las redes de tráfico de migrantes y 
contribuyendo a la pérdida de vidas humanas. Por esta 
razón, resulta imprescindible un cambio de enfoque en 
el estudio del fenómeno, que hasta ahora se ha centra-
do en los traficantes (lado de la oferta), para poner el 
foco en las características y necesidades de los migran-
tes (lado de la demanda). Esto permitiría impulsar vías 
seguras y regulares de migración, facilitar el acceso a 
protección internacional y visados humanitarios desde 
los países de origen, promover una cooperación al de-
sarrollo desligada de estrategias de contención migra-
toria y, sobre todo, transformar el sistema económico 
global para favorecer el desarrollo social en los países 
del sur. De lo contrario, las migraciones seguirán en 
aumento, impulsadas por la necesidad de protección y 
la búsqueda de mejores oportunidades.
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